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SALVAMENTO DE VOTO 
 

De conformidad con la aclaración de voto de un magistrado de la Sala Laboral De La Corte Suprema De 

Justicia y la manifestación del Consejo De Estado1 de constituir el régimen de transición un derecho 

adquirido, se considera colocarse en cuestión la afirmación de haber desaparecido del ordenamiento 

jurídico los incrementos pensionales, sobre el punto se ha considerado:  

 
“GERARDO BOTERO ZULUAGA   

Magistrado ponente 

ACLARACIÓN DE VOTO  

SL2689-2021  

Radicación n°74332 

 

REFERENCIA: MARÍA MAGDALENA SIERRA SEPÚLVEDA vs 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES. 

                                                           
1 Con lo anterior, es evidente que la ley 100 de 1993 estableció un nuevo sistema de seguridad social integral con el fin de 

unificar la normativa concerniente a las pensiones, a la seguridad social en salud y a los riesgos profesionales, y creó el 

régimen d prima media con prestación definida a través del cual se puede obtener el reconocimiento de las pensiones de vejez 

y de invalidez; régimen, al que son aplicables  las disposiciones que venían rigiendo relacionadas con los seguros de invalidez, 

vejez y muerte a cargo del instituto de los seguros sociales, con las adiciones, modificaciones y excepciones contenidas en 

esta naciente ley ,pro sin que en esta nueva ley se regule la materia concerniente a los incrementos pensionales por personas 
a cargo” (Sentencia del consejo de estado del 16 de noviembre del año 2017.) 

 

“Además si bien es cierto, la ley 100 de 1993 determinó que derogaba todas las disposiciones  que le fueran contrarias o que 

la modificaran, así mismo es preciso tener en cuenta, que también determinó acerca de la salvaguarda de los derechos 

adquiridos y del régimen de transición; lo que significa que se constituye en deber legal el respeto por el derecho adquirido, 

que le asiste a los jubilados por invalidez o o por muerte al amparo del acuerdo 49 de 1990, al reconocimiento y pago de los 

incrementos pensionales por familiares a cargo, siempre que se presenten esas especiales circunstancias en estos últimos, 

que se determinan expresamente en dicho acuerdo. (Sent. Ídem) 
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Con el acostumbrado respeto por las decisiones de la Sala, en esta ocasión, 
si bien comparto la providencia, me permito aclarar el voto, por lo siguiente: 

 

El régimen de transición constituye un verdadero derecho en cabeza de 
aquel que cumple los requisitos establecidos por el legislador, para mantener la 
aplicación total o parcial del régimen precedente, lo cual no puede confundirse con 
la consolidación del derecho a la pensión como tal, situación que solo es dable 
proteger cuando se concreta el cumplimiento de los requisitos de acceso a la 
pensión pretendida, de conformidad con la norma, esto es,  que se está ante un 
derecho consolidado (derecho adquirido). 

 
Consideró que el régimen de transición es un derecho concreto y, por ende, 

exigible a aquel que sea beneficiario de este, aun cuando el mismo este sujeto a 
condición, vale decir, que para acceder a la protección del derecho de transición, 
no se requiere en un primer momento cumplir con los requisitos de edad y 
semana para acceder a la pensión de vejez con la norma anterior al cambio 
normativo, pues, como se indicó, deben acreditarse las condiciones que ha 
estatuido el legislador, aun cuando no se ha estructurado el derecho pensional, 
para mantener los efectos de la norma precedente (ultractividad) bajo los 
parámetros determinados en la ley. 

 
No debe perderse de vista, precisamente que lo que busca el régimen de 

transición, es evitar un cambio abrupto para las personas que, en virtud del 
postulado de la confianza legítima, pretendían acceder a la pensión de vejez en 
determinadas condiciones, antes de la expedición de la Ley 100 de 1993 y mantener 
los supuestos como la edad, o tiempo de servicios, con el fin de que aplique el 
régimen que tenían a la entrada en vigencia del sistema general de pensiones. 
Ahora, resulta insoslayable el hecho que la ley también asiente que aquellos 
beneficiarios renuncien al mismo, pues, en lo atinente a la libre escogencia de 
regímenes pensionales, admite optar por el traslado al naciente régimen de ahorro 
individual - RAIS, en el cual no era aplicable la transición.  

 
En suma a ello, se tiene que frente a los que se trasladaron al RAIS, la Corte 

Constitucional, determinó que el aparte normativo del artículo 36 que consagraba 
dicha pérdida de la aplicación del régimen de transición, era exequible condicional 
en el entendido de que a aquellos que tenían 15 años de servicio a la entrada del 
SGP, podrían recuperarlo, lo que, sin hesitación ninguna, evidencia que el régimen 
de transición constituye un derecho exigible. 

De suerte que, el derecho transicional, a más de ser temporal, está sujeto a 
condición y mientras esta no se verifique es dable modificarlo, como ocurrió con el 
Acto legislativo 01 de 2005. Así, aclaro el voto. Fecha ut supra FERNANDO 

CASTILLO CADENA” 

      

El Magistrado, 
 

 

 


